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A) La impugnación no puede ser acogida ni en su premisa
ni en sus consecuencias, debiendo en cambio compartirse
la argumentación ofrecida por el Abogado del Estado cuando
sostiene que la L 10/1985 no ha alterado el sistema de res-
ponsabilidad en materia de infracciones tributarias, en el cual
sigue rigiendo el principio de responsabilidad por dolo o culpa.

Centrando en primer término la atención en el art. 77.1,
no es difícil advertir que el legislador tributario de 1985 ha
procedido a adaptar el tenor de este precepto a la reforma
del Código penal operada por la LO 8/1983, de 25 junio.
Para comprobar este aserto basta comparar la redacción del
art. 1 CP en sus versiones anterior y posterior a la reforma
de 1983 con el texto del art. 77.1 LGT, igualmente en su
versión originaria y actual. Tanto del actual art. 1 CP como
del citado art. 77.1 LGT ha desaparecido el adjetivo “volun-
tarias” que seguía a los sustantivos “acciones u omisiones”.
Es cierto que, a diferencia de lo que ha ocurrido en el Código
penal, en el que se ha sustituido aquel término por la expresión
“dolosas o culposas”, en la Ley General Tributaria se ha exclui-
do cualquier adjetivación de las acciones u omisiones cons-
titutivas de infracción tributaria. Pero ello no puede llevar a
la errónea conclusión de que se haya suprimido en la con-
figuración del ilícito tributario el elemento subjetivo de la cul-
pabilidad para sustituirlo por un sistema de responsabilidad
objetiva o sin culpa. En la medida en que la sanción de las
infracciones tributarias es una de las manifestaciones del “ius
puniendi” del Estado, tal resultado sería inadmisible en nuestro
ordenamiendo.

Pero, como se ha dicho, nada de esto ocurre. El propio
art. 77.1 LGT dice, en su inciso 2, que las infracciones tri-
butarias son sancionables «incluso a título de simple negli-
gencia”, lo que con toda evidencia significa, de un lado, que
el precepto está dando por supuesta la exigencia de culpa-
bilidad en los grados de dolo y culpa o negligencia grave,
y de otro, que, más allá de la simple negligencia, los hechos
no pueden ser sancionados.

No existe, por tanto, un régimen de responsabilidad obje-
tiva en materia de infracciones tributarias ni nada ha cambiado
al respecto la L 10/1985. Por el contrario, y con independencia
del mayor o menor acierto técnico de su redacción, en el
nuevo art. 77.1 sigue rigiendo el principio de culpabilidad
(por dolo, culpa o negligencia grave y culpa o negligencia
leve o simple negligencia)...

Vista la Ley 2/86, de 19 de abril, del juego y apuestas
de la Comunidad Autónoma de Andalucía, el Reglamento de
máquinas recreativas y de azar, aprobado por Decreto 491/96,
de 19 de noviembre, y demás normas de general y especial
aplicación, resuelvo desestimar el recurso de alzada interpues-
to, confirmando la Resolución recurrida.

Notifíquese al interesado, con indicación de los recursos
que procedan. El Secretario General Técnico, P.D. (Orden de
18.6.01). Fdo.: Rafael Cantueso Burguillos.»

Contra la presente resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo
en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Ad-
ministrativa.

Sevilla, 19 de abril de 2004.- El Jefe del Servicio, Manuel
Núñez Gómez.

ANUNCIO de la Secretaría General Técnica, Servicio
de Legislación, por el que se notifica la resolución adop-
tada por el Secretario General Técnico al recurso de
alzada interpuesto por don Rafael Revilla Alvarez, en
nombre y representación de New Partner Córdoba, SL,
contra otra dictada por el Delegado del Gobierno en
Córdoba, recaída en el expediente 52/03.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente don Rafael Revilla Alvarez, en nombre y repre-
sentación de «New Partner Córdoba, S.L.», de la resolución
adoptada por el Secretario General Técnico, al recurso admi-
nistrativo interpuesto, contra la dictada por el Delegado del
Gobierno de la Junta de Andalucía en Córdoba, por la presente
se procede a hacer pública la misma, al no haberse podido
practicar en su domicilio reproduciéndose a continuación el
texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«En la ciudad de Sevilla, a veintisiete de febrero de dos
mil cuatro.

Visto el recurso de alzada interpuesto, y en base a los
siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. El día 12 de marzo de 2003 el Delegado del
Gobierno de la Junta de Andalucía en Córdoba acordó la ini-
ciación de expediente sancionador contra la entidad New Part-
ner Córdoba, S.L., por diversas irregularidades tanto en las
leyendas exhibidas en el centro de enseñanza como en los
folletos informativos.

Segundo. Tramitado el expediente en la forma legalmente
prevista, el 14 de abril dictó resolución por la que se impone
a la citada entidad una sanción de 700 euros por siete infrac-
ciones a los artículos 4 y 14 de la Ley y 2 y 13 de la Ley
General para la Defensa de Consumidores y Usuarios y al
Decreto 175/1993, de 16 de noviembre, por el que se regula
el derecho a la información de los usuarios de Centros Privados
de Enseñanza que expiden títulos no académicos, sancionada
cada una con multa de 100 euros.

Tercero. Notificada la resolución el 7 de mayo, la entidad
interesada interpuso el 4 de junio recurso de alzada, alegando:

- Sí existían los folletos informativos.
- Efectivamente, no llevaban la dirección del centro por

ser iguales para todas las academias Sylvan.
- A los clientes se les informa de que se trata de un

centro privado.
- Reconoce que no se indica quién es la persona res-

ponsable del centro.
- Los horarios sí se especifican.
- No entrega ningún diploma.
- Acababa de hacerse cargo de la academia, no habiendo

querido transgredir las normas.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente,
por delegación del Consejero realizada por la Orden de 18
de junio de 2001, para conocer y resolver el presente recurso,
a tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1 de la Ley de
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Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común (en adelante, LRJAP-PAC),
y 39.8 de la Ley del Gobierno y la Administración de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía, en relación con el Decreto del
Presidente 6/2000, de 28 de abril, sobre reestructuración de
Consejerías, el Decreto 138/2000, de 16 de mayo, por el
que se aprueba la estructura orgánica de la Consejería de
Gobernación, modificado por los Decretos 373/2000, de 16
de mayo, y 223/2002, de 3 de septiembre.

Segundo. Alega en último lugar que acababa de hacerse
cargo de la academia y que no era su intención vulnerar la
normativa reguladora de este tipo de centros. El artículo 130
de la LRJAP-PAC en su párrafo 1 establece que sólo podrán
ser sancionadas por hechos constitutivos de infracción admi-
nistrativa las personas físicas y jurídicas que resulten respon-
sables de los mismos aun a título de simple inobservancia,
lo cual hace que el sistema administrativo sancionador, que
tantas similitudes presenta con el penal, se diferencie de éste
en dos aspectos fundamentales: La posibilidad de que sea
responsable de la infracción una persona jurídica, como es
el caso que contemplamos y la no exigencia de dolo o culpa,
sino la simple negligencia, para que se pueda entender come-
tida la infracción.

La sentencia de la Sala en Sevilla del Tribunal Superior
de Justicia de Andalucía de 13 de julio de 2001, al analizar
la culpa en los procedimientos sancionadores, dice en su fun-
damento jurídico cuarto: La sentencia del Tribunal Constitu-
cional 76/1990, expresa que la Constitución, consagra sin
duda el principio de culpabilidad, como principio estructural
básico del derecho penal; este principio rige también en materia
de infracciones administrativas, pues en la medida en que
la sanción de dicha infracción, es una de las manifestaciones
del “ius puniendi” del Estado, resulta inadmisible en nuestro
ordenamiento un régimen de responsabilidad objetiva o sin
culpa. Si bien en el derecho penal, las personas jurídicas no
podían ser sujetos activos del delito en base al aforismo “so-
cietas delinquere non potest”, actualmente de conformidad
con el art. 31 del Código Penal, aprobado por Ley Orgánica
10/1995, de 23 de noviembre), las personas que actúen en
nombre o representación o como administradores, responderán
personalmente aunque no concurran en él las condiciones,
cualidades o relaciones, si concurren en la entidad o persona
jurídica; por ello se entiende por la doctrina jurídica, que las
personas jurídicas tienen verdadera entidad real, como sujetos
o titulares de derechos y lo que constituiría una ficción sería
la aplicación de la pena a sus componentes directores o repre-
sentantes, cuya voluntad se halla, posiblemente, en desacuer-
do con la voluntad colectiva. En el derecho administrativo se
admite la responsabilidad directa de las personas jurídicas,
reconociéndoles capacidad infractora, lo cual, no significa que
para el caso de las infracciones administrativas perpetradas
por personas jurídicas, se haya suprimido el elemento subjetivo
de la culpa, sino que se ha de aplicar necesariamente de
forma distinta; lo cual, como afirma la sentencia del Tribunal
Supremo de 19 de diciembre de 1994, no comporta preterición
del principio de culpabilidad, ni del de personalidad de la
sanción, sino acomodación de estos principios a la respon-
sabilidad por infracciones administrativas de las personas jurí-
dicas, en las que falta el elemento volitivo en sentido estricto,
pero no la capacidad de infringir las normas a las que están
sometidas, ya que se encuentran obligadas, por exigencia de
su misma naturaleza, a actuar por medio de personas físicas.
La misma solución, se encuentra recogida en la sentencia
del Tribunal Constitucional 246/1991, de 19 de diciembre,
al establecer que la atribución de la autoría de la infracción
administrativa a la persona social, nace de la propia naturaleza
de ficción jurídica a la que responden estos sujetos, en los
que la reprochabilidad directa de la infracción deriva del bien
jurídico protegido por la norma que se infringe y la necesidad
de que dicha norma, sea realmente eficaz, y del riesgo que,

en consecuencia, debe asumir la persona jurídica, que está
sujeta al cumplimiento de dicha norma.

La culpabilidad de las personas jurídicas debe ponerse
en conexión con su objeto social: según el que tenga, debe
conocer la normativa que la rige, por lo que no cabe en este
caso admitir su falta de culpabilidad.

Tercero. El artículo 3.3 del Decreto 175/1993, de 16
de noviembre, por el que se regula el derecho a la información
de los usuarios de Centros Privados de Enseñanza que expiden
títulos no académicos establece:

En los lugares que se destinen a suministrar información
al público, de forma permanente y visible, figurará al menos
en castellano y en caracteres de tamaño no inferior a siete
milímetros, leyendas donde se especifiquen:

a) Centro no autorizado por la Consejería de Educación
y Ciencia de la Junta de Andalucía ni por otra Administración
Pública.

b) Carencia de validez académica o profesional de las
enseñanzas impartidas.

c) Existencia de folletos o documentos informativos de
cada curso y lugar donde pueden ser conocidos o puestos
a disposición de los usuarios.

d) Denominación, dirección y localización del Centro.
e) Nombre de la persona física o jurídica responsable.
f) Existencia de Hojas de Quejas y Reclamaciones a dis-

posición del usuario que las solicite, de conformidad con lo
previsto en el Decreto 171/1989, de 11 de julio.

Admitida la existencia de dos de las siete infracciones
cometidas, las referidas a las letras d) y e), vamos a estudiar
las otras cinco, por cada una de las cuales se le ha impuesto
una sanción de 100 euros.

La primera de las alegaciones hace hincapié a que sí
había folletos, pero que no los anunciaban, lo cual supone
que está reconociendo la infracción al apartado c).

La tercera y cuarta, que a todos los que preguntan se
les aclara que es un centro privado, con lo que se está incum-
pliendo lo establecido en los apartados a) y b).

Cuarto. El artículo 4.1 del mismo Decreto dice:

Los Centros Privados de Enseñanza vienen obligados a
tener a disposición del público, desde la oferta de los cursos
hasta la finalización de los mismos, folletos o documentos
informativos en los que se especifiquen los siguientes extremos:

b) Duración, horarios y contenidos de los cursos.
c) Clase de diploma especificando que en ningún caso

se trata de título con validez académica o profesional.

La alegación sexta sobre que los horarios se adaptan a
las necesidades de los alumnos es contraria al apartado b)
de este apartado que exige una mayor claridad.

Por último, la séptima sobre que no se entrega ningún
diploma sí debe acogerse, porque si no se entrega diploma
alguno la sanción es subsumible en la infracción a los apar-
tados a) y b) del artículo 3, por los que ya se le ha sancionado.

Vistos los preceptos citados, y demás disposiciones con-
cordantes y de general aplicación,

R E S U E L V O

Estimar parcialmente el recurso de alzada interpuesto por
don Rafael Revilla Alvarez, en representación de New Partner
Córdoba, S.L., contra la resolución del Delegado del Gobierno
de la Junta de Andalucía en Córdoba recaída en el expediente
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52/03, y en consecuencia reducir la sanción a multa de 600
euros.

Notifícase al interesado, con indicación de los recursos
que procedan. El Secretario General Técnico. Fdo.: Rafael Can-
tueso Burguillos.»

Contra la presente resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo
en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Ad-
ministrativa.

Sevilla, 19 de abril de 2004.- El Jefe del Servicio, Manuel
Núñez Gómez.

ANUNCIO de la Secretaría General Técnica,
Servicio de Legislación, por el que se notifica la reso-
lución adoptada por el Secretario General Técnico al
recurso de alzada interpuesto por don Pablo Hurtado
Barrera, en nombre y representación de Recreativos
Galifrío, SL, contra otra dictada por el Delegado del
Gobierno en Sevilla, recaída en el expediente
SE-133/02-MR.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente don Pablo Hurtado Barrera, en nombre y repre-
sentación de «Recreativos Galifrío, S.L.» de la resolución adop-
tada por el Secretario General Técnico, al recurso administrativo
interpuesto, contra la dictada por el Delegado del Gobierno
de la Junta de Andalucía en Sevilla, por la presente se procede
a hacer pública la misma, al no haberse podido practicar en
su domicilio reproduciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«En la ciudad de Sevilla, a 16 de diciembre de 2003.

Visto el recurso de alzada interpuesto y en base a los
siguientes

A N T E C E D E N T E S

Pr imero. El procedimiento sancionador núm.
SE-133/02-MR tramitado en instancia, se fundamenta en el
Acta levantada el 2 de diciembre de 2002, por miembros
de la Unidad de Policía adscrita a la Dirección General de
Política Interior, en virtud de la cual se hacen constar los
siguientes hechos:

En el establecimiento denominado “Bar Cervecería Arre-
gui” se hallaba instalada la máquina recreativa tipo B.1, mode-
lo Cirsa Corsarios, con matrícula SE-009183, careciendo de
boletín de instalación para el local donde se encontraba
instalada.

Segundo. Tramitado el expediente en la forma legalmente
prevista, fue dictada resolución por el Ilmo. Sr. Delegado del
Gobierno de la Junta de Andalucía en Sevilla, por la que se
imponía a la entidad denunciada multa de mil doscientos euros
(1.200 euros), como responsable de una infracción a lo dis-
puesto en el art. 25.4 de la Ley 2/86 de Juego y Apuestas

de la C.A. de Andalucía, en relación con los arts. 21, 24
y 43.1 del Reglamento de Máquinas Recreativas y de Azar,
aprobado por Decreto 491/96, de 19 de noviembre; revistiendo
el carácter de grave de acuerdo con el art. 29.1 de la citada
Ley y 53.1 del referido Reglamento.

Tercero. Notificada oportunamente la resolución sancio-
nadora, el interesado interpone en tiempo y forma recurso
de alzada, en el que sucintamente formula las siguientes ale-
gaciones: la máquina no carecía de autorización de instalación,
sino simplemente de boletín de instalación.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

A tenor de lo dispuesto en el artículo 39.8 de la
Ley 6/1983, de 21 de julio, del Gobierno y la Administración
de la Comunidad Autónoma, el Consejero de Gobernación es
competente para la resolución de los recursos de alzada inter-
puestos al amparo del artículo 114 de la Ley 30/1992, de
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, contra
las resoluciones de los Delegados del Gobierno de la Junta
de Andalucía.

Por Orden de 18 de junio de 2001 (BOJA núm. 79,
de 12.7.2001), artículo 3.4, la resolución de recursos admi-
nistrativos en el ámbito competencial de la Consejería de
Gobernación, ha sido delegada en su Secretaría General
Técnica.

I I

El artículo 4.1.c) de la Ley 2/86, de 19 de abril, comienza
por disponer que “requerirán autorización administrativa pre-
via, en los términos que reglamentariamente se determinen,
la organización, práctica y desarrollo de los (...) juegos (...)
que se practiquen mediante máquinas de juego puramente
recreativas, las recreativas con premio y las de azar”, con-
templando expresamente, en su artículo 25 la necesidad del
documento del boletín al establecer que “las máquinas recrea-
tivas clasificadas en este artículo deberán estar inscritas en
el correspondiente Registro de Modelos, estar perfectamente
identificadas y contar con un boletín de instalación debida-
mente autorizado, en los términos que reglamentariamente
se determinen”.

De acuerdo con esta remisión al reglamento, realizada
por la Ley específicamente en estos artículos y de forma general
en su disposición adicional segunda, el artículo 21 de la norma
reglamentaria establece que “Las máquinas sujetas al presente
Reglamento deberán hallarse provistas de una Guía de
Circulación, del documento de matrícula, del boletín de ins-
talación y, en su caso, del justificante del abono de la tasa
fiscal del juego correspondiente; asimismo deberán estar pro-
vistas de marcas de fábrica en los términos previstos en el
artículo 25 del presente Reglamento”. Desarrollándose en los
artículos posteriores el contenido de cada uno de los docu-
mentos referidos.

Por su parte, el artículo 43.1 del Reglamento establece
que: “La autorización de instalación consistirá en la habilitación
administrativa concedida por la Delegación de Gobernación
de la provincia a la empresa titular de la autorización de explo-
tación, para la instalación individualizada de una máquina
en un determinado establecimiento”.

Resulta, a la luz de las disposiciones legales reseñadas
y de la documentación obrante en el procedimiento sancio-
nador tramitado, que se ha constatado una infracción admi-
nistrativa en materia de juego por carecer la máquina en cues-
tión de la documentación precisa para su instalación.


